GENESIS DE LA CONSTITUCION DE 1980

Introducción.

Luego de los acontecimientos de Aranjuez, en España, y apelando a las antiguas convicciones relativas a que en caso que el monarca estuviere imposibilitado de gobernar el poder volvía al pueblo, se crearon en Latinoamérica y en Chile Juntas de Gobierno. Evidentemente, el planteamiento original era de carácter temporal, ante la imposibilidad del legítimo monarca de ejercer su poder por encontrarse bajo el dominio de Napoleón. No obstante esta inspiración, al poco andar y por la influencia norteamericana y francesa se dictan los primeros reglamentos constitucionales que tienden a regularizar el ejercicio del poder (1812 y 1814). Este proceso fue interrumpido durante la llamada reconquista, proceso que se inicia con la derrota de los patriotas en el episodio conocido como el “Desastre de Rancagua”.

Producida finalmente la Independencia en brazos de O´Higgins y San Martín, en 1818, se inicia una nueva historia de “ensayos constitucionales”, en donde destacan los de 1818 y 1822. Posteriormente, durante el año 1823, se dictaron dos nuevos ensayos. Un texto de constitución, en el sentido propio, fue ideado en el ensayo federal del año 1826. Desde el punto de vista técnico, la constitución llamada moralista del año 1828 se presenta como un texto completo y acabado, no obstante lo cual sólo operó unos años. El texto de 1928 fue el primero en contener mecanismos de reforma constitucional.

Es finalmente el texto de la Constitución de 1833 el que da estabilidad a la incipiente República. Se trata de un texto mixto y rígido que, principalmente por la vía interpretativa y por el equilibrio político, permitió en una primera etapa la existencia de un ejecutivo fuerte, no obstante la posibilidad del Congreso de exigir la remoción de los Ministros de Estado. 

A contar del año 1871 cambian los equilibrios de fuerzas, con un incremento en la injerencia de las ideas liberales de inspiración laica, las que apuntan a crear un importante eje de poder en el parlamento, principalmente siguiendo esquemas como el inglés. Es precisamente el parlamento el espacio para la creación de una aristocracia de las ideas. Por ello, sin mayores cambios constitucionales y al amparo de nuevos equilibrios políticos, se produce una reinterpretación de la Constitución de 1833 en donde se deja de lado la idea de un ejecutivo fuerte, el que cede terreno frente al parlamento. 

Este proceso, claramente parlamentarista a partir del triunfo de las ideas liberales en la revolución de 1891, fue una etapa próspera pero que, no obstante ello, devino en una dificultad enorme del ejecutivo de dar respuesta a los problemas sociales agudizados a comienzos del siglo XX. Estos problemas se extremaron al iniciarse la “crisis del salitre”, lo que finalmente desembocó de manera directa en la crisis de los años 1924 y 1925. Arturo Alessandri P. , presidente democrático, sale así al exilio en razón de un golpe militar y, a los pocos meses, retorna de él llamado por otra junta militar, generada en un nuevo golpe. 

Dentro de las condiciones que pone Alessandri para reasumir el poder vale la pena destacar el avanzar en el fortalecimiento del ejecutivo. Por ello, lejos de iniciar un proceso de reforma de la Constitución de 1833, haciendo uso de los procedimientos rígidos que al respecto se contenían en ella, apunta a la creación de una nueva Constitución, en cuya redacción interviene una comisión nombrada por el propio Presidente de la República, en donde fueron representadas las diferentes sensibilidades de la época. Finalmente, el proyecto es aprobado por un plebiscito. La Constitución de 1925 es de inspiración presidencialista.

I. Antecedentes del Pronunciamiento Militar del 11 de septiembre de 1973

La Constitución Política de la República de 1925 recién entró en plena vigencia en 1932. Entre 1925 y 1932, primero se aplicaron las normas transitorias y luego, en la República Socialista, se legisló por Decretos Leyes. 

A contar de 1932 y hasta 1970 se da un período de normalidad en cuanto a la elección de las autoridades.

En 1970, se produce una elección con un resultado dividido en tres tercios: Allende un 36%, Alessandri un 34% y Frei un 27%. El Congreso pleno ratifica, como era tradición, a la primera mayoría (en la actualidad hay segunda vuelta, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 26 Constitución Política de la República).

Para que la Democracia Cristiana apoyara a Allende en el Congreso pleno se suscribió el “Estatuto de Garantías”, con el objeto de modificar la Constitución Política de la República de 1925 en el sentido de dar mayor resguardo a las garantías individuales. Se modificaron materias tales como el estatuto de los partidos políticos y de los medios de comunicación, así como la intangibilidad de los derechos fundamentales por parte de la norma administrativa.

Durante el Gobierno de Allende el país se vuelve ingobernable, al punto que el 23 de agosto de 1973 se produce un acuerdo de la Cámara de Diputados que declara inconstitucional al Gobierno de Allende por violar atribuciones del Congreso -no promulga reforma constitucional, deja sin aplicación las leyes e impide fiscalizar- del poder judicial -capitanea campaña de injurias contra jueces, no cumple órdenes de detención contra delincuentes afines a su gobierno y deja sin aplicación las sentencias- todo ello en contra los principios de separación de los poderes del Estado. Señala también el acuerdo que Allende no ha respetado los dictámenes de la Contraloría General de la República, ha violado derechos fundamentales tales como la igualdad ante la ley, la libre expresión, ha procedido a la represión violenta del derecho de reunión, violado el derecho de propiedad, realizado detenciones ilegales por motivos políticos, torturas, etc.. Además ha organizado grupos paramilitares. Esta declaración de la Cámara es con motivo del llamado del Presidente Allende de militares al gabinete. Por ello la declaración indica que los militares llamados a cargos ministeriales deben velar por que se cumpla el orden constitucional.

Por su parte, la Corte Suprema en varios oficios y autoacordados representó al gobierno la ilegalidad de no ejecutar las resoluciones judiciales. A este respecto, el artilugio era el de los llamados juicios de “oportunidad y mérito”, cuyo fundamento era derivado de las funciones de gobierno en materia de seguridad y orden publico. La Corte Suprema representa también la actitud de algunas autoridades frente al poder judicial, En efecto, el articulo 80 de la Constitución Política de la República de 1925 consagraba la independencia del Poder Judicial, lo que no se lograba si no se le reconocía el imperio o facultad de ejecutar directamente sus resoluciones judiciales incluso con la fuerza pública, como se hace en el artículo 73 de la actual Constitución Política de la República. 

En igual sentido se pronunció el Colegio de Abogados y la Contraloría General de la República.

En este clima se da el denominado técnicamente “Pronunciamiento Militar” pues es de todas las fuerzas armadas con acuerdo tácito de la población. Se había producido una rotura en el orden constitucional y los mecanismos regulares de solución de conflictos ya no operaban. Hay casos anteriores similares, como la revolución de 1891, la salida de Alessandri en 1924 por golpe militar y la República Socialista de 1932. 

Por ello, no deja de ser un interesante tema de discusión el determinar cuándo efectivamente se produce el quiebre constitucional, esto es durante el gobierno de Salvador Allende o con motivo del pronunciamiento militar.

II
Junta de Gobierno

Asume la Junta de Gobierno el día 11 de septiembre de 1973 y con el BANDO NUMERO 5 explica que gobierno de origen legítimo del Presidente Allende llegó a ser ilegítimo en el ejercicio del poder y por la forma de hacerlo, explicando las razones por la que lo destituye y llamando a respetar las normas emanadas de la Junta. Los bandos son normas de tipo militar.

Posteriormente se dicta el DECRETO LEY NUMERO 1, en el que se dice que los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas y el General Director de Carabineros han asumido el “Mando Supremo de la Nación”, quienes respetarán la Constitución y las leyes en la medida que las circunstancias lo permitan, manteniendo la autonomía del Poder Judicial. Hay un indicio de desaparición de la separación de los poderes pero por otra parte se respeta al poder judicial. Se dictaron 8.000 Decretos Leyes, luego de disolverse el Congreso. No obstante, quedan muchas dudas sobre el contenido preciso de la noción de “Mando Supremo”. 

Por su parte, la Corte Suprema respondió llamando a los jueces a respetar las normas dictadas por la Junta de Gobierno, esto es, los decretos leyes. 

El DECRETO LEY NUMERO 128 aclara la noción de “Mando Supremo”, la forma de ejercer las potestades por la Junta de Gobierno y la situación de Constitución de 1925. El “Mando Supremo” es el poder ejecutivo, legislativo y constituyente, manteniendo la independencia del poder judicial. La Constitución sigue vigente mientras no se modifique en la forma que se indica, lo que es problemático pues la misma junta dicta por Decretos Leyes, firmados por todos los integrantes, normas de rango legal y constitucional. Se presenta el problema de determinar cuando un decreto ley era en ejercicio de una potestad legal y cuando era constituyente. Se trata de un problema de supremacía formal, lo cual tornaba imposible el velar por la supremacía de fondo de la Constitución Política de la República. La Corte Suprema, mediante fallo de inaplicabilidad, dijo que no había reformas tácitas de la Constitución Política de la República y por ello, podía acoger recursos de inaplicabilidad contra Decretos Leyes inconstitucionales. 

Solucionando este incipiente conflicto con la Corte Suprema, el DECRETO LEY NUMERO 788 dice que hasta su fecha, 4 de diciembre de 1974, los decretos leyes podían haber reformado la Constitución Política de la República tácitamente. A contar de tal fecha sólo procede reforma expresa –es decir establece cierta superioridad formal- por la vía de indicarse explícitamente que se ejerce el poder constituyente. Dice el Decreto Ley N° 788 que se incorporan a Constitución Política de la República sólo las reformas expresas y reconoce validez de sentencias de tribunales en el tiempo intermedio.

El DECRETO LEY NUMERO 527 (“orgánico de la Junta”) crea cierta separación de los poderes, pues el poder ejecutivo queda en el Presidente de la Junta y el legislativo y constituyente en la Junta. Por su parte, se dan normas de subrogación y reemplazo de miembros de la Junta. La Junta debe actuar por unanimidad de sus miembros. Es en este periodo cuando se dictan los decretos leyes 573 y 575, sobre regionalismo y descentralización, pasando la división político administrativa del país de provincias, departamentos y comunas a la situación actual, esto es, regiones, provincias y comunas.

III
Actas Constitucionales.

Pese a la gran dispersión de normas constitucionales, el ánimo del gobierno era dar un cause jurídico a su actuar y ordenar los preceptos constitucionales, para lo cual antes de dictar una nueva constitución se optó por dictar actas que modificaran, sistemática y parcialmente, la Constitución Política de la República de 1925. La idea surge de la acción de la comisión de regionalización que modifica capítulo de Gobierno y Administración completo.

Las Actas Constitucionales son decretos leyes en ejercicio de la potestad constituyente  de manera expresa por parte de la Junta de Gobierno -aunque fueron redactadas por la Comisión de Estudio de la Nueva Constitución “CENC”-, que derogan total o parcialmente determinados capítulos de la Constitución Política de la República de 1925 y crear nuevas instituciones. No se logró del todo acabar con la dispersión de decretos leyes constitucionales pues sólo se dictaron 4 actas y, en razón de ello, no se puede hablar de una constitución en el sentido clásico sino solo de un orden jurídico constitucional disperso entre lo no derogado de la Constitución Política de la República de 1925, los decretos leyes y las Actas.

El ACTA PRIMERA (1976): Crea el Consejo de Estado, organismo asesor del Presidente de la República -pues no se contaba con Senado- en materia de administración y gobierno, de carácter representativo -pues su composición estaba dada por todos los estamentos sociales- y que por normas transitorias funcionó hasta que el Senado dio inicio a sus actividades el 11 de marzo de 1990. Tenia carácter meramente consultivo, sin obligatoriedad de sus dictámenes y ni siquiera era obligatorio oírlo. Tenía competencia en materia constitucional, de proyectos de tratados y leyes, créditos externos y otras materias de interés. Los miembros del Consejo de Estado eran designados por el ejecutivo, salvo los ex Presidentes de la República, los que eran integrantes por derecho propio. Frei no se incorporó al Consejo de Estado. Dicha institución fue presidida por don Jorge Alessandri R.

El ACTA SEGUNDA (de 18 de septiembre de 1976): “Bases de la Institucionalidad”, deroga los artículos 1 a 4 de la Constitución Política de la República de 1925, sobre la forma del Estado, el gobierno y la separación de los poderes, las que reemplaza consagrando principios del constitucionalismo clásico y agrega principios doctrinarios que van a ayudar a la interpretación de toda la normativa constitucional -en la medida que han sido positivizados- tales como los limites a la soberanía, el carácter de reconocidos y no otorgados de los derechos de la persona, el bien común y la subsidariedad. 

Como tema de discusión se plantea la crítica a la interpretación ideológica de la Constitución Política de la República mas allá del texto y por la vía de analizar opiniones aisladas de los comisionados, contenidas en las actas de la CENC, o principios enunciados.  

El ACTA TERCERA (de 18 de septiembre de 1976): Es la más importante, se refiere a los “Derechos y Deberes Constitucionales”, derogó los artículos 10 al 20 de la Constitución Política de la República de 1925 sobre garantías. En esta acta se amplía el recurso de amparo y se crea el recurso de protección. Este recurso nace inspirado en el recurso de ilegalidad del Banco Central y solucionando el problema de las declaraciones de incompetencia por parte de los tribunales por no existir tribunales con competencia en lo contencioso administrativo. El recurso de protección se refiere sólo a derechos individuales más el derecho social a vivir en un medio ambiente libre de contaminación En los derechos individuales el Estado tiene un rol pasivo consistente en resguardarlo e impedir que se violen, ejemplo la vida y la propiedad, y además se radican en la persona concreta por el solo hecho de existir. En los derechos sociales, a la inversa, se marca una aspiración colectiva, por su no radicación natural y concreta en todas las personas, e iluminan el actuar del Estado. A modo de ejemplo, se trata de la vivienda y salud, pues son de tipo programático o marcan formas de actuar futuras.

El ACTA CUARTA: “Regímenes de Emergencia”, procede a derogar las normas Constitución Política de la República 1925 al respecto, pero debía entrar a operar una vez que se dictara una ley complementaria que no se dictó y, en razón de ello, hasta 1981 siguió operando la normativa de la Constitución Política de la República de 1925.

Las actas acabaron con el ejercicio tácito del poder constituyente y sistematizaron materias completas, manteniéndose vigentes hasta el 11 de marzo de 1981, fecha de entrada en vigencia de la Constitución Política de la República de 1980.

IV. ¿Qué hacer? ¿Dictar na nueva Constitución Política de la República o proceder a una modificación de la Constitución de 1925?

Existía a la sazón la alternativa de seguir modificando la Constitución de 1925 o de dictar, derechamente, un nuevo texto constitucional. Se optó por este segundo camino, considerando los problemas constitucionales que se presentaron en el pasado antes y durante el gobierno de don Salvador Allende. Por otra parte, era difícil pensar en un mecanismo derivado en el entendido que organismos como el Congreso Nacional no se encontraban operando.

La Constitución Política de la República de 1925, entre ese año y 1932 no entró en vigencia plena, pues existía régimen temporal, y en 1931 se empezó a gobernar con decretos leyes durante la República Socialista. En 1932, al ser reelecto Arturo Alessandri P. ,se acuerda con los partidos políticos la entrada en vigencia plena de la Constitución Política de la República de 1925.

Entre 1925 y 1970, si bien se dio regularidad en la elección de las autoridades, constantemente los Presidentes de la República tuvieron quejas en lo relativo a lo difícil que les era gobernar, principalmente por el peso de los políticos y el Congreso. Ello llevó a varias reformas constitucionales o proyectos al respecto:

· Ibañez, era partidario de la dictación de un nuevo texto constitucional

· Alessandri R., Jorge, presentó un proyecto de reforma que tiene instituciones hoy recogidas como los Senadores Designados y las facultades legislativas del Presidente de la República.

· Frei plasmó su proyecto en el “Estatuto de Garantías” y se recogen algunas ideas como la regularización de la delegación de facultades legislativas al Presidente -actual articulo 61 de la Constitución Política de la República de 1980, institución que se daba antes sin sustento constitucional- y se crea el Tribunal Constitucional.

Las reformas fueron tendiendo a vigorizar el carácter presidencialista del gobierno en Chile. Debe recordarse que a la fecha ya se había suprimido el sistema de las leyes periódicas y los ministros eran de la exclusiva confianza del Presidente de la República, siendo incompatible el cargo de ministro con el de parlamentario.

La pugna entre el ejecutivo y el Congreso se plasmó en una serie de problemas con la aplicación de la Constitución Política de la República de 1925. Entre otras dificultades vale la pena destacar:

· Los partidos políticos operaban en la práctica aprobando los ministros y su permanencia en el cargo, grave distorsión al sistema presidencial.

· Se daba el abuso del decreto de insistencia, esto es, la facultad del Presidente de obligar, con determinados requisitos, al Contralor General de la República a tomar razón de un decreto representado por ilegal o inconstitucional. Este sistema se contempla en el actual artículo 88 de la Constitución Política de la República. Este abuso facilitaba el atropello a normas de jerarquía superior.

· Si luego de acusado por la Cámara de Diputados y aprobado el juicio político por el Senado se destituía de su cargo a un ministro u otro funcionario, simplemente se le cambiaba de cartera o cargo. En efecto,  Allende lo hizo con intendentes.

· Por la mención a norma programática en la Constitución Política de la República de 1925 sobre tribunales contencioso administrativo que serían creados por ley -la que nunca se dictó- los tribunales ordinarios se declaraban incompetentes para conocer de las causas en que los órganos del Estado lesionaban los derechos de particulares. Esta situación permaneció incluso en Constitución Política de la República de 1980 hasta reforma de 1989 al articulo 38.

· Se utilizaba la delegación de facultades legislativa del Congreso al Presidente, pese a no estar regulada ni contemplada en la Constitución de 1925.

Por su parte, el gobierno de Salvador Allende sometía a “juicios de oportunidad y mérito” la ejecución de los fallos de los tribunales de justicia, lo que afectaba gravemente su potestad de imperio. El mismo presidente en determinado momento se negó a promulgar una reforma constitucional.

Toda esta experiencia crítica, sumada al avance de las ideas presidencialistas, hacen que podamos hablar de una “Constitución Política de la República traumada”.  Muchas de las normas de la Constitución Política de la República se explican por la necesidad de evitar a toda costa que se dieran algunas de las corruptelas antes indicadas. Con ese propósito, se dictaron normas que pueden ser incluso reiterativas, lo que en ciertos casos crea problemas de interpretación cuando se abandona la historia fidedigna como medio de interpretación.    

V
Nombramiento de la Comisión de Estudios de la Nueva Constitución (CENC)

El convencimiento de que todos los problemas presentados por la Constitución Política de la República de 1925 no se solucionarían con reformas lleva a que desde un principio la Junta de Gobierno creara la CENC. Esta comisión, que en un origen se llamó “Comisión Constituyente”, por no ser tal, se rebautizó como CENC. La CENC se crea por el Decreto Supremo 1064 de 25 de octubre de 1973, con el propósito de estudiar, elaborar y proponer un proyecto de nueva Constitución Política de la República y sus leyes complementarias.

Originalmente, se encontró formada por Sergio Diez, Jaime Guzmán, Enrique Ortúzar, Jorge Ovalle, luego Enrique Evans de la Cuadra, Gustavo Lorca, Alicia Romo y Alejandro Silva Bascuñan. Sesionó entre 1973 y 1978, en más de 417 oportunidades, y se elaboró un texto sin precedentes en cuanto a lo largo de su estudio y que incluso en su parte dogmática no ha recibido críticas mayores de sus opositores. Sus actas son públicas y normalmente utilizadas y citadas (TEMA OPINABLE: CRITICA AL RECURSO EXCESIVO A LAS ACTAS). 

También es importante el trabajo de las subcomisiones de propiedad, de poder judicial, de estatuto medios de comunicación, de partidos políticos, de régimen de administración interior, de régimen electoral, etc.

Al dictarse el DL 1.697 que disuelve los partidos políticos renuncian a la CENC los comisionados Silva Bascuñan, Evans de la Cuadra y Jorge Ovalle. Lo anterior ocurrió en mayo de 1977, ingresando a la CENC Raúl Bertelsen R, Juan de Dios Carmona y Luz Bulnes Aldunate. La CENC siempre fue presidida por Enrique Ortúzar.

Se recibió en materias concretas el aporte de múltiples especialistas. El trabajo realizado por la CENC fue un estudio muy acabado en relación a otros de constituciones previas.  Por ejemplo, el Reglamento Constitucional de 1812 fue estudiado 2 meses, la Constitución Política de la República de 1833 en 1 año y 7 meses y la de 1925 en 6 meses. 

En la elaboración realizada por la CENC se tomaron varias ideas del proyecto de reforma constitucional de Frei de 1964, como la consagración constitucional del Banco Central y el Consejo de Seguridad Nacional. 

La CENC elaboró varios documentos, entre los que destacan:

· Metas fundamentales del trabajo (noviembre de 1973).

· Exposición del Presidente al cumplir 1 año de trabajo (8 de noviembre de 1974)

· Informe de la CENC sobre las metas e ideas del anteproyecto (suscrito por los comisionados, algunos de los cuales estamparon sus diferencias).

· Articulado del Anteproyecto de la Constitución.

Las metas del anteproyecto y su articulado se entregaron al Presidente de la República en octubre de 1978, para que informara el Consejo de Estado.

La CENC solo trabajó lo relativo a los artículos permanentes de la Constitución Política de la República pero no el sistema de transición a la democracia, pues no tenía más que competencia jurídica y no política.

VI
Consejo de Estado (CdE)
Recibido el anteproyecto por el Presidente de la República, lo envió al Consejo de Estado el cual invitó a la ciudadanía a hacer aportes al mismo. El CdE estaba presidido por Jorge Alessandri y formado por el ex presidente González Videla, el ex presidente de la Corte Suprema Enrique Urrutia Manzano, representantes de FFAA, mujeres, empresarios como Pedro Ibañez, representantes de la juventud como Juan Antonio Coloma, de la universidad como Juvenal Hernandez Jaque, etc.

El Consejo emitió un informe al Presidente de la República del que no se conocen actas públicas acabadas -luego de 57 sesiones-, lo que es lamentable por la ayuda interpretativa de las mismas en las materias en que el CdE generó cambios al anteproyecto de la CENC.

El CdE presidido por Jorge Alessandri, a diferencia de la CENC, se pronunció también en lo relativo a la transición. Así, propuso 5 años más con Pinochet de presidente, siguiendo la Junta de Gobierno sólo como poder constituyente y dejando el poder legislativo en un congreso designado. 

VII
Revisión por parte de la Junta de Gobierno
El Presidente de la República puso a 4 auditores generales de las FFAA, al Ministro de Interior (Sergio Fernández) y de Justicia (Mónica Madrigada) a analizar ambos proyectos.

Se escuchó a especialistas, pero lamentablemente no hay actas de las reuniones que expliquen algunos cambios fundamentales. Por ejemplo, en materia de propiedad minera, se volvió al sistema patrimonial en el sentido que el Estado es dueño de todos los yacimientos, lo que era diferente al sistema propuesto por la CENC  y el CdE. Este tema quedó regulado en el número 24 artículo 19 Constitución Política de la República..

Terminada la labor de los tres órganos que intervinieron, el Presidente de la República dicta 2 decretos:

-
Decreto 3.464 de 8 de agosto de 1980, que hace público el texto constitucional

-
Decreto 3465, de la misma fecha, que llama a plebiscito a todos los chilenos o extranjeros mayores de 18 años.

Las mesas receptoras de sufragios fueron constituidas por los alcaldes, los que a su vez eran designados por el gobierno central. Como se había comprobado un importante fraude electoral y los registros electorales se encontraban viciados, años antes se había ordenando su destrucción. Al no alcanzarse a reconstruir, se votó sin registro electoral.

Se obtuvo un 65% por la opción SI y se creó un Tricel, además de las juntas electorales comunales y provinciales, compuesto por el Contralor General de la República, un Ministro de Corte de Apelaciones y el Secretario de la Corte Suprema. Patricio Aylwin hizo llegar importantes criticas al Tricel en relación al proceso plebiscitario.

Como tema anecdótico, existe una “carta de Alessandri”. El 12 de agosto de 1980, luego de publicitado el proyecto de Constitución Política de la República, Alessandri entrega al secretario de CdE un sobre cerrado para ser entregado al Presidente en caso de ganarse el plebiscito y, de caso contrario, solicita que se esperen nuevas instrucciones. Al ganar la opción Sí, ee entregó la carta de renuncia de Alessandri, presumiblemente, fundada en que no se respetó el sistema de transición que propuso el CdE y se dijo que en 8 años habría plebiscito –el que tuvo lugar el 5 de octubre de 1988- manteniendo en el intertanto la Junta de Gobierno el poder legislativo. Se especula que Alessandri además era partidario de que el Presidente de la República pudiera llamar a retiro a los Comandantes en Jefe de las FFAA y era contrario a la inamovilidad de los mismos.

La entrada en vigencia de la Constitución de 1980 se produjo 6 meses luego de aprobada, lo que ocurrió el 11 de septiembre de 1980- esto es el 11 de marzo de 1981, salvo las disposiciones transitorias 9 y 23, las que tenían vigencia inmediata y se referían a la integración del Tribunal Constitucional y el reemplazo del Presidente de la República si queda imposibilitado de cumplir sus funciones entre la aprobación de la Constitución Política de la República por plebiscito y la entrada en vigencia. El día de entrada en vigencia de la Constitución, juró el Presidente de la República por el periodo 1980 a 1989. 

